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La eficacia de las políticas económicas y sociales depende crucialmente de la calidad de las instituciones, como lo ha reconocido la literatura teórica y empírica reciente. Sin embargo, en los programas de estudio de economía (no solo en Colombia) se le concede muy poca atención al estado, entendido como el conjunto de instituciones públicas que son responsables del diseño, aprobación e implementación de las políticas públicas. La poca atención que se le ha prestado al diseño institucional en la enseñanza de la economía es producto de dos razones muy relacionadas entre sí: la teoría y la evidencia empírica sobre cuáles son las instituciones más relevantes está apenas desarrollándose y hay muy poca información que permita comparar la instituciones de países diferentes.

Estos obstáculos fueron la principal motivación detrás de la elaboración del libro El Estado de la Reforma del Estado en América Latina.
 Dicho libro busca describir y medir el alcance de las reformas de las principales áreas de actividad del estado, así como evaluar los principales resultados de esas reformas.

Son muchas las instituciones que tienen que ver con el diseño e implementación de las políticas públicas: desde instituciones formales como el marco constitucional y legal hasta instituciones informales como el rol que la población le asigna al estado. Debido al amplio espectro institucional que podía ser analizado, El Estado de la Reforma del Estado se concentró en cuatro áreas de reforma institucional: la primera abarca las instituciones políticas y la organización del estado. En este conjunto de instituciones se destaca el sistema político, el aparato judicial y la burocracia administrativa. Un segundo conjunto corresponde a las instituciones fiscales, como son las instituciones presupuestarias, las instituciones tributarias y el marco que regula las relaciones entre diferentes niveles de gobierno (nacional, regional y local). El tercer grupo de instituciones son aquellas responsables de las políticas económicas sectoriales, como los servicios de infraestructura, el sector financiero y las políticas industriales. El cuarto y último conjunto de instituciones analizadas son las vinculadas con las políticas sociales, como los sistemas pensionales, de protección social y de educación.

El Estado de la Reforma del Estado permite llegar a varias conclusiones sobre el alcance y los efectos de las reformas institucionales en América Latina. Cabe resaltar que la profundidad y los efectos de todas estas reformas fueron muy diferentes entre sí. En algunos casos y países, las reformas tuvieron efectos positivos muy importantes, mientras que en otros ocurrió lo contrario. Esta heterogeneidad en los resultados obliga a que el análisis de la reformas se haga con cierto nivel de detalle, como se verá a continuación.

El alcance de las reformas institucionales: una revolución silenciosa

Es común la creencia que las reformas institucionales fueron descuidadas durante las décadas del “Consenso de Washington”. Sin embargo, esto no es cierto. Varias de las más importantes instituciones públicas en América Latina fueron sujetas a algún proceso de transformación, profundo o leve. A excepción del retorno de la democracia, fueron transformaciones que poco resuenan en la memoria de los latinoamericanos. Por ello puede hablarse de una “revolución silenciosa” a lo largo y ancho de América Latina.

La reforma más importante a las instituciones políticas fue la democratización. Sin embargo, el regreso a un sistema político basado en la elección popular fue sólo una de muchas otras reformas políticas importantes. Por ejemplo, en varios países se introdujo el sistema de doble vuelta para las elecciones presidenciales, así como la posibilidad de la reelección presidencial inmediata. También se rediseñaron los sistemas de elección a las cámaras legislativas en varios países, mediante la introducción de mecanismos como las listas abiertas, orientados a mejorar la participación y la representatividad del sistema.

En unos cuantos países también cambió el equilibrio de poder entre las principales ramas del poder público. En general, se redujo el fuerte poder del presidente, propio de los sistemas presidenciales latinoamericanos, y se le dieron mayores responsabilidades de control a los poderes legislativo y judicial. Actualmente las tres ramas son más independientes entre sí y se destaca la independencia que ha ganado el poder judicial.

En lo que respecta a instituciones fiscales, las principales reformas ocurrieron en el campo de la tributación y la descentralización fiscal. El Impuesto al Valor Agregado (IVA) se ha convertido en el principal impuesto pues representa entre un tercio y un medio del recaudo tributario total. Además, las administraciones de impuestos se han modernizado y cumplen mejor su labor. Por su parte, la descentralización fiscal ha girado entorno a la descentralización del gasto, a tal punto que el gasto público descentralizado aumentó de un sexto a una cuarta parte de los presupuestos públicos en la región. La devolución de responsabilidades de gasto a las regiones también ha ido de la mano con controles para limitar el endeudamiento y el control a la posibilidad de que los gobiernos centrales rescaten a gobiernos locales sobreendeudados. Una última reforma a las instituciones fiscales fue la promulgación de leyes de responsabilidad fiscal que introdujeron reglas numéricas sobre el déficit y/o el gasto público y fortalecieron la autoridad del ejecutivo y el ministro de hacienda en las negociaciones del presupuesto.

Aparte de las instituciones políticas y fiscales, también fueron objeto de importantes reformas las instituciones de regulación de los servicios públicos y los servicios financieros, así como los sistemas pensionales y las instituciones que dan piso a las nuevas modalidades de protección social, como los sistemas de transferencias condicionadas. 

Es cierto sin embargo que algunas importantes áreas del estado no tuvieron mayores cambios. En especial vale la pena destacar el diseño institucional de los sistemas de educación pública, que no ha tenido transformaciones profundas, a pesar del incremento muy sustancial en el gasto público social y el surgimiento de innovaciones con potencial, como los sistemas e instituciones de evaluación, la descentralización y diversas formas nuevas de asociación entre el sector público y el privado (cupones, contratos de desempeño, colegios por concesión). Algo similar puede decirse de las instituciones que dan forma a los mercados de trabajo, que más allá de unas pocas reformas a los códigos laborales han cambiado muy poco a pesar del creciente clamor popular por mejores condiciones laborales. 

Los resultados de las reformas institucionales:  una mezcla variada

Los efectos de las reformas institucionales en América Latina han sido muy variados. Algunas reformas lograron buenos resultados en la mayoría de los países donde fueron implementadas, mientras que otras no surtieron los efectos esperados. Por lo tanto, es necesario segmentar el análisis y evitar las generalizaciones burdas. 

Entre las reformas más exitosas se puede mencionar el proceso de transformación de las instituciones fiscales. Este proceso logró el objetivo de imponer algún grado de disciplina fiscal, principalmente al cerrar la posibilidad de financiar gasto público con emisión monetaria. Otro proceso de reforma que tuvo buenos resultados fue la regulación de los servicios financieros, lo que trajo estabilidad y aumentó significativamente la prevención de riesgos financieros. Una última área de reforma con resultados destacables es la privatización y regulación de algunos servicios básicos de infraestructura, particularmente el de telecomunicaciones, y en menor medida los de agua y transporte. Sin embargo, como veremos más adelante, no todos los procesos de privatización fueron exitosos.

Hay otro segmento de las reformas institucionales que tuvo resultados buenos en unos países y malos en otros. Este efecto diferenciado es producto de la permanencia de otras instituciones más profundas y difíciles de reformar, que diluyeron o potenciaron los posibles efectos positivos de las reformas. Entre este conjunto de reformas se destaca la transformación de las instituciones judiciales y las instituciones tributarias. En el primer caso se logró más independencia del sistema judicial, pero en los países en los cuales el “proceso de formación de las políticas públicas” es más imperfecto, las reformas produjeron menos predictibilidad, peor servicio y menor eficiencia. En el segundo caso, las reformas se centraron en los parámetros legales necesarios para simplificar y aumentar el recaudo, pero la efectividad del recaudo también ha dependido del funcionamiento de la administración pública y quizás de otros factores asociados, como la confianza en las instituciones o la cultura de cumplimiento de las normas.

Finalmente, en ciertas áreas de reforma los resultados fueron desalentadores o inesperados, conduciendo a la larga a la parálisis o el retroceso. Lo que ha ocurrido con las instituciones de la seguridad social es un buen ejemplo: fueron procesos de reforma drásticos, que implicaron grandes costos fiscales, que no produjeron los beneficios esperados de mayor cobertura y, a excepción de Chile y México, tuvieron un efecto moderado en el desarrollo del mercado de capitales. Algo similar ocurrió con la privatización de algunos sectores de infraestructura, especialmente en el sector eléctrico, donde ha sido muy difícil la creación de mecanismos de competencia y el establecimiento de sistemas de regulación adecuados a las condiciones de mercado y a las posibilidades institucionales de los países, especialmente los más pequeños.

Adicionalmente, existe un segmento de las reformas institucionales cuyos efectos son difíciles de juzgar. Esto ocurre en casos donde puede existir más de un objetivo de la reforma institucional y tales objetivos pueden llegar a ser excluyentes entre sí. La reforma de las instituciones políticas es el mejor ejemplo de este conflicto entre objetivos. Los objetivos políticos de representatividad, efectividad y participación pueden chocar entre si. Sistemas políticos más representativos pueden ser menos ágiles, lo que produce una menor efectividad de las políticas públicas. Algo similar puede ocurrir entre la mayor proximidad de los electores con los políticos (participación) y el objetivo de mayor efectividad de los sistemas legislativos. En el caso de las políticas tributarias también puede ocurrir esta clase de conflicto, pues una mayor neutralidad del sistema tributario (es decir, tasas planas y bajas) puede estar en conflicto con el objetivo de la progresividad tributaria. Finalmente, en algunas áreas de reforma hay poca información que permita emitir juicios sobre los objetivos logrados. Esta es la situación de la reforma administrativa. En otros casos, como en las nuevas políticas industriales, es aún muy temprano para evaluar resultados.

La economía política de las reformas institucionales: el momento, la secuencia y el empaquetamiento de las reformas 

Un enfoque fundamental para entender el alcance y las dificultades de las reformas institucionales es la economía política detrás de los procesos de reforma. Cómo se hacen las reformas es una pregunta central que permite comprender el éxito o fracaso de una reforma institucional. Esta sección examina tres componentes de los procesos de reforma: los momentos en que se realizan, el orden en que se llevan a cabo y la necesidad de reformar al tiempo más de una institución. Vale la pena resaltar que estos fueron temas centrales en la literatura teórica sobre la economía política de las reformas de primera generación.

¿Cuándo reformar?. En la literatura teórica se discute por qué no se hacen reformas que en neto pueden ofrecer beneficios muy grandes para toda la sociedad y por consiguiente deberían ocurrir pues sería factible ofrecer compensaciones a los sectores que llegasen a perder con el proceso de reforma. La respuesta a este interrogante es que no existen los mecanismos creíbles que permitan exigir tales compensaciones, principalmente debido a la incertidumbre sobre quienes serán los ganadores y los perdedores después de la reforma. Esto crea inconsistencias temporales y hace imposible ofrecer compromisos creíbles. 

Las reformas se hacen únicamente cuando el balance de poder está fuertemente a favor de los ganadores potenciales. Por lo tanto, es crucial crear y mantener un electorado de pro-reformistas para resistir la presión en contra. En definitiva, el momento de las reformas parece depender de tres circunstancias: momentos de crisis, oleadas de innovación y oportunismo. 

· Momentos de crisis:  las crisis facilitan las reformas. Sin embargo, el horizonte de tiempo relevante es distinto para las reformas institucionales, donde los procesos de reforma son más lentos. Todas las reformas del estado se pueden ver como una respuesta a la crisis del estado latinoamericano que surgió en la década de los años ochenta. Por supuesto, hay otras condiciones que se necesitan para hacer factible un proceso de reforma institucional. 

· Oleadas de innovación: es probable que las reformas ocurran por moda, por patrones de difusión del conocimiento sobre los resultados de las reformas, o por condicionalidad de los organismos internacionales. Hay varios ejemplos de oleadas de reforma de este estilo: la independencia de los bancos centrales a principios de la década de los años noventa; las reformas a los sistemas pensionales entre 1993 y 1997; las leyes de responsabilidad fiscal alrededor del 2000; las reformas tributarias estructurales a principios de la década de los años noventa y la creación de programas de transferencias condicionadas alrededor del año 2000. También es cierto que hay varios procesos de reforma que no ocurrieron en oleadas de innovación, como fue el caso de las reformas a los sistemas judiciales, a los aparatos administrativos y a los sistemas educativos. Cuáles son los detonantes de reformas por fuera de oleadas de innovación continúa siendo un interrogante abierto en la literatura.

· Oportunismo: la confluencia de condiciones políticas favorables para los procesos de reforma y el liderazgo político pueden ser también un motor que impulse procesos de reforma, aún cuando exista un equilibrio de fuerzas entre los sectores ganadores y perdedores. Puede que bajo tales circunstancias, las reformas no sean tan profundas, pero es claro que es posible hacer algún avance en tal sentido.

¿Qué reformas se deben hacer de forma simultanea (empaquetamiento)?. Según la literatura de economía política, el empaquetamiento de reformas puede ser una forma útil de ofrecer compensaciones entre sectores ganadores y perdedores o también puede servir para remover el poder de veto de algunos agentes sobre el proceso. En la práctica, no existe un patrón claro de empaquetamiento de las reformas: algunas reformas que se hacen en paquete en algunos países, se pueden tramitar de forma individual en otros. En el caso de las reformas institucionales, en la región hubo muy poco empaquetamiento, y en cambio sí mucha fragmentación de las reformas. Por ejemplo, varias reformas pensionales se hicieron sin las reformas fiscales necesarias para cubrir de forma adecuada los costos de transición. Esto llevó a que se paralizaran o se revirtieran tales reformas. Otro ejemplo son los drásticos procesos de privatización sin la creación de un marco regulatorio adecuado, que lleva a problemas de sostenibilidad y rechazo público a las fuertes alzas en las tarifas de los servicios. La descentralización por pedazos es otro ejemplo de reforma institucional no empaquetada, sino fragmentada, donde primero se crea un sistema de transferencias, luego se reparten las responsabilidades entre los niveles de gobierno y finalmente se crean marcos de regulación para evitar el sobreendeudamiento local. En todos estos caso, el no hacer procesos de reforma simultáneos va en contra de la integridad y efectividad del proceso.

¿En qué orden se deben hacer las reformas (secuencia). La literatura teórica ha llegado a algunas conclusiones sobre la secuencia adecuada de reformas macroeconómicas. Por ejemplo, se recomienda modernizar la regulación financiera e imponer disciplina fiscal primero, antes de liberalizar el flujo de capitales internacionales. En el caso de las reformas institucionales, la fragmentación, que ocurre sobre todo por razones oportunistas, puede crear serios problemas de secuencia, tanto desde un punto de vista técnico como político. Cabe recordar que las reformas incompletas, que producen resultados desalentadores y negativos, crean resistencia política para continuar el proceso, como fue el caso de las privatizaciones en la mayoría de los países de la región. Sin embargo, llama la atención que existan muy pocos casos de retroceso en materia de reformas institucionales. Al menos por el momento, parece ser cierto que la reforma institucional es un proceso en evolución que no tiene retorno.

Los estudios de economía debería prestar mucha mayor atención al funcionamiento del estado y a las reformas institucionales. No basta con reconocer que las instituciones son importantes si no se entiende en forma precisa cuál es el rol de las distintas instituciones y cuáles son las fuerzas que inciden en su evolución. 
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